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Consejo Superior de la Judicatura 

Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

             Juzgado Décimo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías 

Barranquilla, Veintisiete (27) de Julio de dos mil veintiuno 

(2021). 

Asunto: ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA. 

Radicado: No. 2020-00073-00. 

Accionante: MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS. 

Accionada: SECRETARIA DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL DE 

BARRANQUILLA 

 

OBJETO A DECIDIR: 

Procede el Despacho a resolver lo que en derecho corresponde 

sobre la acción constitucional de Tutela impetrada por la señora 
MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS, identificada con número de 

cedula 22511668, en nombre propio contra la entidad SECRETARIA 

DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, por la presunta 

vulneración de su derecho fundamental de petición. 

  

HECHOS: 

La accionante MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS, mediante escrito 

de tutela, manifiesta:  

- Que en fecha 27 de febrero del 2020, presentó mediante el 

correo luisttapias69@gmail.com Derecho de Petición al Correo 

atencionalciudadano@barranquilla.gov.co para que fuera 

resuelto por parte de la SECRETARIA DISTRITAL DE TRÁNSITO Y 

SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA. La solicitud de prescripción 

del impuesto de rodamiento del vehículo de placas N° QHR 829 

y la placa BVE94A, el cual le fue exonerado por prescripción 

las vigencias de los 2009, 2010,2011.   

  

- Que a fecha de hoy la SECRETARIA DISTRITAL DE TRÁNSITO Y 

SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, ha hecho caso omiso y no 

realizado el respectivo descargue de la base de dato de esta 

entidad, lo cual aún se encuentran reflejado en el estado de 

cuenta.   

  

- Que le informan mediante respuesta automática que el Derecho 

de petición ha sido recibido exitosamente y se ha generado el 

siguiente radicado: la placa N° QHR 829 con Registro: 

EXTQUILLA-20-035076 de fecha 27/02/20, y la placa BVE94A con 

registró: EXT-QUILLA-20-035075 de fecha 27/02/20.  

-   

- Que posteriormente en fecha 28 de febrero del 2020 el hoy 

accionados mediante Notificación de respuesta con código 

QUILLA-20-041910 en lo pertinente a la solicitud de 

prescripción de las vigencias de la placa N° QHR 829  y la 

placa BVE94A  los años 2009, 2010, 2011   le informan:  “Es 

preciso informarle que, verificada la base de datos de este organismo 
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de tránsito, se pudo constatar que las vigencias correspondientes a 

los años 2009, 2010, 2011 del vehículo  de placa BVE94A “Proceso 

Terminado”, por lo cual se hará el respectivo reporte para que 

sea descargue de la base de dato.   

  

- Que es así como hasta la fecha han pasado más de un término 

prudencial para que la SECRETARIA DISTRITAL DE TRÁNSITO Y 

SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA haya descargado de la base de 

dato de esta dependencia.   

  

- Que es así como se observa una renuencia a su solicitud por 

cuanto no han dado respuesta de sus solicitudes de fondo y 

congruente a lo solicitado por su persona y a la obligación 

aceptada unilateralmente por ellos mismos que es la de 

descargar de la base de datos las vigencias de los impuestos 

anteriormente mencionada de la base de datos de este organismo 

tránsito.   

Se anexan a la presente acción Constitucional las siguientes 

pruebas: 

 Derecho de petición dirigido a la SECRETARIA DISTRITAL DE 

TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA y/o quien haga sus 

veces de fecha 27 de febrero de Para la placa BVE94A, Para la 

placa QHR829, la Petición recibida con Registro: EXT-QUILLA-

20-035075 de fecha 27/02/20. Para la placa BVE94A la Petición 

recibida con Registro: EXT-QUILLA-20-035076 de fecha 27/02/20. 

Para la placa QHR829 

 Respuesta solicitud radicado No. EXT-QUILLA 20-035075 de fecha 

27/02/20 para la placa BVE94A 

 Respuesta solicitud radicado No. EXT-QUILLA 20-035076 de fecha 

27/02/20 para la placa QHR829. 

CONTESTACIONES. 

Al correrle traslado a la entidad accionada SECRETARIA DE TRÁNSITO 

Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, mediante escrito allegado a 

través del correo electrónico institucional 

j10pmgba@cendoj.ramajudicial.gov.co  , el día 16 julio de 2021, 

rinde sus descargos manifestando que: 

Que revisadas las pruebas que acompañan la presente acción de 

tutela y revisada sus bases de datos, se pudo establecer que la 

señora MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS, interpuso derechos de 

petición radicados bajo el N ° EXT-QUILLA-20-035075 y EXT-QUILLA-

20-035076 de 27/02/2020. 

Que las solicitudes de la accionante fueron atendidas de fondo, a 

través de los siguientes oficios: • Derecho de petición radicado 

bajo el No. EXT-QUILLA-20-035075 de 27/02/2020, el cual fue 

atendido mediante radicado de salida No. QUILLA-20-041910 de 

28/02/2020, copia de la respuesta es aportada por el actor en el 

capítulo de pruebas. Derecho de petición radicado bajo el No. EXT-
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QUILLA-20-035076 de 27/02/2020, el cual fue atendido mediante 

radicado de salida No. QUILLA-20-042277 de 28/02/2020, copia de 

la respuesta es aportada por el actor en el capítulo de pruebas. 

Que es de resaltar que la respuesta otorgada resuelve de fondo la 

petición presentada por la accionante, informándole que la acción 

de cobro iniciada en ocasión de las vigencias 2009, 2010 y 2011 

de la tasa por derechos de TRÁNSITO de los vehículos de placas N° 

QHR829 y BVE94A, se encuentran en estado proceso terminado, de 

igual forma se le informa la improcedencia de su solicitud con 

respecto a las vigencias 2012-2013. 

Que teniendo en cuenta lo anterior, esa secretaria realizó las 

gestiones administrativas pertinentes para que las vigencias 2009, 

2010 y 2011 de los vehículos de placas N° QHR829 y BVE94A, fueran 

descargados de la base de datos de esta entidad, lo cual podrá 

corroborarse en estado de cuentas adjunto. 

Que esa Secretaria de Movilidad no se encuentra afectando su 

derecho fundamental, dejando de ser necesaria la protección a 

través del mecanismo de tutela. 

Que por todas las consideraciones de hecho y de derecho expuesta 

solicitan al despacho sea denegada la presente acción de tutela 

por la improcedencia de la misma, dado que esa entidad no se 

encuentra vulnerando los derechos fundamentales deprecados por el 

accionante. 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS: 

Competencia  

Este despacho es competente para conocer de la presente acción, de 

conformidad con lo establecido en los artículos 86 de la 

Constitución Política y en el Decreto 2591 de 1991. 

Problema Jurídico. 

Para el caso expuesto, debe el Despacho analizar en esta 

oportunidad, si a la señora MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS, 

quien actúa en nombre propio contra la entidad SECRETARIA DE 

TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, se han vulnerado sus 

derechos fundamentales de petición y debido proceso, en razón de 

que no descargan de la base de datos los impuestos de TRÁNSITO 

del vehículo de placas QHR829 y el BVE94A. 

. 

Para resolver este problema la Judicatura hará una presentación 

de los siguiente: I. las normas legales y de las reglas 

jurisprudenciales que rigen el derecho fundamental de petición en 

Colombia, II. La inmediatez como requisito de procedibilidad de 

la acción de tutela y III. Caso concreto  
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I.  El derecho de petición 

El derecho de petición fue establecido en el artículo 23 de la 

Constitución, donde se prevé que “toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución”. 

Durante los primeros años de vigencia de la Constitución de 1991, 

la norma legal de referencia para el derecho de petición fue el 

Decreto 01 de 1984 Por el cual se reforma el Código Contencioso 

Administrativo, que regulaba su ejercicio entre los artículos 5, 

6, 7, 8, 31, 32, 33 y 39, principalmente. En dicho escenario la 

Corte Constitucional identificó los contenidos mínimos de ese 

derecho fundamental, señalando además el sistema de reglas que 

rigen su cumplimiento y aplicación, precisando que su contenido 

esencial comprende los siguientes elementos:  

“a)la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos 

respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 

nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; b) la respuesta 

oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el 

ordenamiento jurídico; c)la respuesta de fondo o contestación 

material, lo que supone que la autoridad entre en la materia propia 

de la solicitud, sobre la base de su competencia, refiriéndose de 

manera completa a todos los asuntos planteados (plena correspondencia 

entre la petición y la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o 

elusivas; y d) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, 

con independencia de que su sentido sea positivo o negativo.”1 

Conforme lo dispone la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

y lo ha venido reiterando, el ejercicio del derecho de petición 

en Colombia está regido por las siguientes reglas y elementos de 

aplicación2: 

1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante 

para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos de acceso a la información, la 

libertad de expresión y la participación política. 

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: 

(i) debe ser oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos 

que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver de fondo el 

asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente 

con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del 

peticionario. 

4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo 

solicitado, ni se concreta necesariamente en una respuesta escrita. 

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las 

actuaciones ante las autoridades públicas, pero la Constitución de 

                                                           
1Sentencia C-T-251 de 2008 M.P. Humberto Sierra Porto, citando la Sentencia C-510 de 1994 M.P. Jorge Arango Mejía. 
2Como referencia pueden ser citadas las sentencias T-296 de 1997 M.P. José Gregorio Hernández Galindo; T-150 de 1998 

M.P. Alejandro Martínez Caballero; SU-166 de 1999 M.P. Alejandro Martínez Caballero; T-1009 de 2001 M.P. Manuel 

José Cepeda Espinosa; T-1160 A de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-1089 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa; SU-975 de 2003 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-455 de 2014 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, entre otras. 
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1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a los 

particulares. 

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver 

las peticiones formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código 

Contencioso Administrativo, que señalaba un término de quince (15) 

días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse la respuesta 

en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar los motivos 

de la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada 

la contestación. 

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración 

de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto 

es distinto. En sentido concurrente, el silencio administrativo es 

prueba de la violación del derecho de petición. 

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el 

derecho de petición no la exonera del deber de responder3. 

9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la 

obligación de notificar la respuesta al interesado4. 

Posteriormente sería expedida la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se 

expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, que destinó el Título II de la 

Primera Parte, artículos 13 a 33, al Derecho de Petición, 

dividiendo la materia en tres capítulos referidos a las reglas 

generales del derecho de petición ante autoridades, las reglas 

especiales del derecho de petición ante autoridades y el derecho 

de petición ante organizaciones e instituciones privadas, 

respectivamente. Este título sería declarado inexequible por la 

Sentencia C-818 de 20115 por violación de la reserva de ley 

estatutaria, otorgándole al Congreso un plazo de dos años para la 

expedición de la respectiva ley.  

Finalmente fue expedida la Ley 1755 de 2015 “Por medio de la cual 

se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un 

título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, una norma de carácter estatutario, 

conformada por 33 artículos, sectorizados en tres capítulos, que 

establecen la regulación integral de ese derecho fundamental, cuyo 

proyecto fue objeto de control previo de constitucionalidad por 

medio de la Sentencia C-951 de 2014. 

II. La inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción de 

tutela 

La eficacia de la acción de tutela frente a la protección de los 

derechos fundamentales se encuentra relacionada directamente con 

la aplicación del principio de la inmediatez, presupuesto sine 

qua non de procedencia de dicha acción, dado que su objetivo 

primordial se encuentra orientado hacia la protección actual, 

inmediata y efectiva de derechos fundamentales. Bajo ese contexto, 

la jurisprudencia constitucional ha establecido que, siendo el 

                                                           
3Sentencia 219 de 2001, M.P. Fabio Morón Díaz; Sentencia T-1006 de 2001. 
4Sentencia 249 de 2001, M.P. José Gregorio Hernández Galindo, Sentencia T-1006 de 2001. 

5 Sentencia C-818 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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elemento de la inmediatez consustancial al amparo que la acción 

de tutela brinda a los derechos de las personas, ello 

necesariamente conlleva que su ejercicio deba ser oportuno y 

razonable6. 

Respecto de la oportunidad en la presentación de la acción de 

tutela, esta Corporación ha sido enfática en señalar que debe 

ejercitarse dentro de un término razonable que permita la 

protección inmediata del derecho fundamental presuntamente 

trasgredido o amenazado, pues, de lo contrario, el amparo 

constitucional podría resultar inocuo y, a su vez, 

desproporcionado frente a la finalidad perseguida por la acción 

de tutela, que no es otra que la protección actual, inmediata y 

efectiva de los derechos fundamentales. 

Sobre esa base, será el juez de tutela el encargado de ponderar y 

establecer, a la luz del caso concreto, si la acción se promovió 

dentro de un lapso prudencial, de tal modo que, de un lado, se 

garantice la eficacia de la protección tutelar impetrada y, de 

otro, se evite satisfacer las pretensiones de aquellos que, por 

su desidia e inactividad, acudieron tardíamente a solicitar el 

amparo de sus derechos.  

 

Con todo, la Corte se ha ocupado de establecer algunos parámetros 

que sirven de guía a la labor de juez constitucional en cuanto al 

análisis de razonabilidad del término para instaurar la acción de 

tutela, con el fin de verificar si se cumple con el requisito de 

inmediatez que habilite su procedencia frente a una situación 

determinada y excepcional. En esos términos, la acción de tutela 

será procedente, aun cuando no haya sido promovida de manera 

oportuna, (i) si existe un motivo válido que justifique la 

inactividad del interesado; (ii) si la inactividad injustificada 

vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados 

con la decisión, siempre que exista un nexo causal entre el 

ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos 

de los interesados7; (iii) si a pesar del paso del tiempo es 

evidente que la vulneración o amenaza de derechos fundamentales 

es permanente en el tiempo, es decir, si la situación desfavorable 

es continua y actual; y (iv)cuando la carga de acudir a la acción 

de tutela en un plazo razonable resulta desproporcionada frente a 

la situación de sujetos de especial protección constitucional.8 

 

III. Análisis del caso concreto 

La señora MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS, quien actúa en nombre 

propio, interpuso acción de tutela por considerar vulnerado su 

derecho fundamental de petición y debido proceso administrativo, 

en atención a que la entidad SECRETARIA DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD 

VIAL DE BARRANQUILLA, no le descarga de la base de datos los 

impuestos por derecho de TRÁNSITO del vehículo de placas QHR829 y 

                                                           
6 Sentencia 1043 de 2010. 
7 Sentencia T-016 de 2006. 
8 Consultar, entre otras, las sentencias T-533 de 2010, T-1028 de 2010 y T-195 de 2016. 
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BVE94A, cuyas vigencias son de los años 2009, 2010,2011, los 

cuales fueron exonerado por respectivo organismo de tránsito 

Al correrle traslado a la entidad accionada SECRETARIA DE TRÁNSITO 

Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, mediante escrito allegado a 

través del correo electrónico institucional 

j10pmgba@cendoj.ramajudicial.gov.co , el día 16 de julio de 2021, 

rinde sus descargos manifestando que esa Secretaria de Movilidad 

no se encuentra afectando su derecho fundamental, dejando de ser 

necesaria la protección a través del mecanismo de tutela. Que por 

todas las consideraciones de hecho y de derecho expuesta solicitan 

al despacho sea denegada la presente acción de tutela por la 

improcedencia de la misma, dado que esa entidad no se encuentra 

vulnerando los derechos fundamentales deprecados por el 

accionante. 

Improcedencia de la acción de tutela en el caso sub judice 

Falta del requisito de procedibilidad de la inmediatez 

La Judicatura una vez analiza los elementos materiales 

probatorios vislumbra que no existe vulneración al derecho de 

petición incoado por la actora ante la entidad pública SECRETARIA 

DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, toda vez que la 

solicitud que se reclama fue elevada, tal como se observa según 

prueba documental aportada el día 27 de febrero de 2020. Así 

mismo, fue resuelta favorablemente el día 28 de febrero de 2020  

por la accionada, y solo hasta el día doce (12) de Julio de 2021 

se impetró la presente acción Constitucional, superando así el 

término de 6 meses dictado por la Honorable Corte Constitucional. 

“…en algunos casos, seis (6) meses podrían resultar suficientes 

para declarar la tutela improcedente; pero, en otros eventos, un 

término de 2 años se podría considerar razonable para ejercer la 

acción de tutela, ya que todo dependerá de las particularidades 

del caso”.9 

Sobre este asunto, la Corte ha entendido que seis (6) meses es un 

plazo razonable para satisfacer el requisito de inmediatez sin 

que ello signifique que dicho término es perentorio. De esta 

manera, la jurisprudencia constitucional ha concluido que el 

análisis de la razonabilidad de la inmediatez, en materia de 

tutela, debe realizarse en cada caso concreto. 

Esbozado lo anterior se concluye que dentro de esta acción 

constitucional No se encuentra probada la inmediatez como 

Requisito de procedibilidad, toda vez que la petición fue 

interpuesta por la actora ante la accionada SECRETARIA DE HACIENDA 

DE LA ALCALDIA DISTRITAL DE BARRANQUILLA, el día 27 de febrero de 

2020 y resuelta favorablemente el día 28 de febrero de 2020  por 

la accionada, la parte actora a partir de esta última fecha 

contaba con el termino razonable de 6 meses para interponer la 

                                                           
9 Sentencia T-246/15. Magistrada (e) Ponente: MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ. 
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presente acción de tutela, si no se cumplía lo resuelto en dicha 

petición, que eventualmente se cumplieron el 28 de agosto de 2020, 

empero, la accionante solo presentó solicitud de tutela ante la 

oficina judicial de esa ciudad el 12 de julio de 2021, o sea 

aproximadamente 10 meses y 14 días después de los 6 meses de 

espera razonable, sin probar cuales fueron los motivos de fuerza 

mayor o caso fortuito por los cuales se demoró todo este tiempo 

sin activar este mecanismo constitucional. 

Para determinar si el término en el cual la accionante acudió a 

la jurisdicción constitucional se encuentra conforme al principio 

de inmediatez, es necesario valorar si se presenta alguna de las 

siguientes tres situaciones: 

“(i) Que existan razones válidas para justificar la inactividad de 

los accionantes. Pueden ser situaciones de fuerza mayor, caso 

fortuito y en general la incapacidad del accionante para ejercer la 

acción en un tiempo razonable. (ii) Que la amenaza o la vulneración 

permanezca en el tiempo, a pesar de que el hecho que la originó sea 

antiguo.(iii) Que la carga de la interposición de la acción de tutela 

en un plazo razonable, resulte desproporcionada por una situación de 

debilidad manifiesta del accionante.”10 

La ocurrencia de cualquiera de estos eventos se traduce en la 

satisfacción del principio de inmediatez, por más alejada que se 

encuentre la interposición de la acción de tutela del momento en 

el que ocurrió la conducta de la que surge la vulneración de los 

derechos que se pretende proteger. Ahora, entre más tiempo 

transcurrido, mayor deberá ser la carga argumentativa de la parte 

accionante, quien deberá mostrar al juez de tutela la 

imposibilidad en la que se encontraba para interponer previamente 

la acción.  

Según la Corte Constitucional, la fijación de un término 

específico para un caso concreto puede parecer frente a otros 

asuntos, desproporcionada o demasiado laxa. No es posible llegar 

a establecer y a aplicar un estimado temporal demasiado rígido, 

pues cualquier estimación sobre el tiempo razonable que se aplique 

en forma abstracta a los casos concretos, sin consideración de 

sus particularidades, socavaría los más profundos lineamientos 

constitucionales de la inmediatez de la acción de tutela11.  

Frente al caso concreto, ha de tenerse en cuenta que el tutelante 

no demostró ser un sujeto de especial protección constitucional. 

Como tampoco argumentó justificación alguna para dejar pasar los 

términos referidos, por ende, solo a la parte actora le es 

imputable tal desinterés. Finalmente, no ha existido una 

situación de debilidad manifiesta del accionante, por ejemplo, en 

casos de interdicción, minoría de edad, abandono, o incapacidad 

                                                           
10Sentencia T-207 de 2015. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
11Sentencia T-246 de 2015. Op. cit. En ella se afirmó que: “(…) el establecimiento de un plazo perentorio para interponer 

la acción de tutela implicaría el restablecimiento de la caducidad, con efectos contraproducentes sobre principios que 

inspiran la filosofía de la Constitución de 1991, tales como: i) el acceso a la administración de justicia; ii) la prevalencia 

del derecho sustancial sobre el formal; iii) la autonomía e independencia judicial; iv) la primacía de los derechos de la 

persona y; v) la imprescriptibilidad de los derechos fundamentales.” 
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física. 

En consecuencia, la Corte ha entendido que, en principio, la 

inmediatez es un presupuesto de procedibilidad de la acción de 

tutela. Al respecto ha dicho la jurisprudencia: 

“la Corte ha señalado que dos de las características esenciales de 

esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano son la 

subsidiariedad y la inmediatez: ...la segunda, puesto que la acción 

de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que 

se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y 

actual del derecho objeto de violación o amenaza(…)”.12 En suma, en 

principio, la acción de tutela no procederá si el actor dejó de 

interponerla dentro de un tiempo razonable a partir de la 

vulneración”.13 

Ahora bien, el interesado en obtener el amparo de sus derechos 

vulnerados debe instaurar la acción de tutela cuando tiene 

conocimiento de la consolidación del hecho, acto u omisión que 

constituye la violación o amenaza, pues ese momento marca el punto 

de partida para analizar si la acción ha sido interpuesta 

oportunamente, por lo que una demora injustificada en ejercer la 

acción desvirtúa el fin de la acción de tutela, tornándola 

improcedente. 

De acuerdo a la jurisprudencia constitucional, el principio de 

inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la acción 

de tutela, por lo que su interposición debe ser oportuna y 

razonable con relación a la ocurrencia de los hechos que 

originaron la afectación o amenaza de los derechos fundamentales 

invocados. La petición ha de ser presentada en un tiempo cercano 

a la ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Si se 

limitara la presentación de la demanda de amparo constitucional, 

se afectaría el alcance jurídico dado por el Constituyente a la 

acción de tutela, y se desvirtuaría su fin de protección actual, 

inmediata y efectiva de tales derechos. 

Por lo tanto, la inactividad o la demora del accionante para 

ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una 

protección eficaz, impide que resulte procedente la acción de 

tutela. Del mismo modo, si se trata de la interposición tardía de 

la tutela, igualmente es aplicable el principio de inmediatez, 

según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la 

ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede 

alegarse para el beneficio propio del sujeto de la omisión o la 

tardanza.14 

En resumen, una causal de improcedencia se presenta en este caso, 

la cual motiva a la improcedencia del presente fallo, siendo 

esta:(i) La acción demandada carece de oportunidad, es decir, que 

no consulta el principio de INMEDIATEZ, que debe caracterizar la 

                                                           
12 Sentencia C-542 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
13Sentencia T-038 de 2017. 

 
14Sentencia T-332/15. Magistrado Ponente:ALBERTO ROJAS RÍOS. 
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acción de tutela; pues la supuesta vulneración del derecho 

fundamental alegado, se presenta desde hace más de seis (6) meses. 

Por otro lado, se advierte que la aquí accionante no prueba 

siquiera sumariamente, la permanencia del cargue en sistema de 

las vigencias cobradas, lo que si demostró la entidad accionada 

fue que las placas referenciadas adeudan vigencias de este año 

2021 y que aparecen en estado normal, por lo que no puede 

deducirse ningún tipo de vulneración de las prerrogativas 

constitucionales del solicitante. 

Por las anteriores razones, este Despacho procederá a sentar su 

decisión, en el sentido que no prospera la tutela impetrada por 

la señora MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS en nombre propio en 

contra de la entidad SECRETARIA DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL DE 

BARRANQUILLA, por presunta vulneración a su derecho fundamental 

de petición y debido proceso, por no encontrar en la situación 

planteada circunstancias constitutivas de violación o amenaza de 

derechos constitucionales fundamentales, al no cumplirse el 

Requisito de inmediatez.  Por lo que se declarará la Improcedencia 

de la misma, y así lo declarará en la parte resolutiva de este 

fallo. 

DECISIÓN. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DÉCIMO PENAL MUNICIPAL DE 

BARRANQUILLA CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS, Administrando 

Justicia en nombre de la República y por autoridad de Ley,  

RESUELVE: 

Primero: DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela 

instaurada por la señora MARIA ALEXANDRA VILLALBA HIGGINS en 

nombre propio en contra de la entidad SECRETARIA DE TRÁNSITO Y 

SEGURIDAD VIAL DE BARRANQUILLA, por las razones expuestas en la 

parte motiva. 

Segundo: Por Secretaria General, líbrense las comunicaciones de 

que trata el artículo 36 del decreto 2591 de 1991. 

Tercero: De no ser impugnado el presente fallo se remitirá a la 

Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

NINFA INÉS RUIZ FRUTO 

JUEZ 
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